
SALA PRIMERA

Excmos .  S res . :

D. Miguel Rodrfguez-Piñero y

Bravo-Ferrer

D. Fernando Garcfa-Món y

GonzáLez-RegueraI

D. Carlos de Ia Vega Benayas

D. Vicent,e Gimeno Sendra

D. Rafael de Mendizábal Allende
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Ne de Regis t ro:  2505/93

ASUNTO: Amparo promovido por

don Juan Lima Ojeda.

SOBRE: Sentencias Audiencia

de Málaga y SaIa Segunda del

Tribunal Supremor por delit,o

contra la salud pública.
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La Sala en la pieza de suspensión abierta en et asunto de
referencia, ha decidido dict,ar el siguiente j

l

¡
AUTO J

t

I
I .- ANTECEDENTES f,t

I
L. Por escrito presentado en el Registro de eete rrin$af

el 30 de julio de L993, la Procuradora de los Tribunales 
{oña

Esther RodrÍguez Pérezr €tr nombre y represent,ación de don .fuan

Lima ojeda, interpone recurso de amparo contra Sentencia dÉ la

Sección Primera de la Audiencia Provincial de Málaga dictada en

el procedimiento abreviado 2330/89 seguido por eL Juzgado de

Instrucción núm. 3 de 1a misma capital y contra la Sent,encia de

1a Sala Segunda de1 Tribunal Supremo dicta el 9 de julio de

1993 en e} recurso de casación 24L/92, gue conf i rmó la ante-

r io r .

Se alega en Ia demanda que la Sent,encia de Ia Audiencia,

que condenó al ahora solicitant,e de amparo a la pena de cinco

años de prisión menor y mult,a de L0 millones de pesetas por un

delito contra la salud pr:blica, con Ia concurrencia de la

agravant,e de reincidencia, a Ia accesoria de suspensión de
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cargo prlblico y derecho de sufragio durant,e el tiempo de la

condena con el arreeto sustitutorio de tres meses ei no la

hiciera efectiva y al pago de Ia mitad de las costas

procesales,  j .ncurr ió en violación del  ar t , .  24.2 de la

Constit,ución por basarse en una actividad probatoria de cargo

que no ae considera racional-, lógica ni regularment,e obtenida,

aI considerar que una dil igencia nula de entrada y registro

domiciLiario es el rlnico fundamento de la condena.

La Sentencia del Tribunal- Supremo ha vulnerado eI art. 24.L

de La Constitución aI no dar respuesta a las cuestiones plan-

teadas en el  recurso de casación. 
;
:,

Se sol-j.cita Sent,encia que anule las irnpugnadas y reconozcei

el derecho fundamental a Ia presunción de inocencia del recuf

rrente. De conformidad con el art. 56 de la LOTCr E€ soficif

1a suepensión de la ejecución de las resolucionea impugnadas., ,

4
I

2. Ad¡nitido e] recurao a trámite, la Sección Primera de 
f-a

Sala Primera de este Tribunalr por providencia de 3L de enfro

de L994, acordó formar 1a present,e pieza separada de suspensf-ón

yt por ot,ra providencia de Ia misma fecha dictada en La pílza,

de conformidad con Io previst,o en el art. 56 de la LOTC, cofrce-

der un plazo de tree dfas al Ministerio Fiscal y at soliciÉante

de amparo para gü€¡ dentro de dicho término, formulasen las

alegaciones que eet,imasen pertinentes en relación con Ia sus-

pensión interesada.

3. EI Fiscal ante eI Tribunal Const,itucional, en su escrito

de alegaciones que tuvo ent,rada en el Registro del miemo el dfa

9 de enero de Lgg4, estimaba que procedfa conceder la suspen-

sión de las penas privativas de l ibertad impueetas aI recurren-

te y 6u acceeoria de cargo prlblico y derecho de sufragio, sus-

pensión güér en cambio, no debe alcanzar a la pena de muLta in-

puest,a ni  a lae coetas procesales.
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4. La parte recurrente por escrito presentado en el Tribu-

nal el 4 de febrero de t994, mantiene que interesa la suspen-

sión de l-as Sentencias recurridas porque el perjuicio de priva-

ción de l ibert,ad ea de imposible reparación y harfa, de otor-

garse finalmente el amparo, perder a éste su finalidad.

II. FUNDAIqENTOS JURIDICOS

L. EI art .  56.L de la LOTC est,ablece que Ia Sala que conoz-

ca de un recurao de amparo suspenderá, de oficio o a instancia

de parte, fa ejecución del acto de los poderes prlblicos por rd,+

z6n del cual ae reclame el amparo constitucional cuando Ip

ejecución del mismo harla perder al amparo su finalidad; t lo

obst,ant,e 1o cual-, podrá negarse l-a suepensión cuando de ésfa

pueda seguirse perturbación grave de 1os intereees generales.J o

de los derechos fundamentales o libertades prlblicas de 
¡Un

te rcero .  ' |

i
2. El  cr i t ,er io que establece el  ar t .  56 LOTC' permite &"-

I

cretar la suspensión provisional de la ejecución de las neias
privat,ivas de l ibertad en t,anto e1 presente recurso sea resupl-

to ya gü€r de 1o contrari-o, si se otorgase en su dfa eL amp{ro,

éste perderfa su finalidad pues el- actor habrfa cumplido ¡üara
entonces parte de Ia pena privativa de l ibertad (AATC 98/1983'

L79 /L984 ,  574 /L975  y  LL6 /L990 ,  en t re  o t ros  muchoe) .

Las penas accesorias de suspensión de cargo ptlblico o su-

fragio durant,e el t,iempo que dure la condena deben quedar tam-

bién suspendidae, al seguir la misma suerte que Ia pena princi-

pal a la que acompañan (AATC L44/L984 y de 5 de septiembre de

1991  en  r .a  L l -09  /L99L) .

Con respecto a la multa y a las cost,as proceeales, en cuan-

t,o suponen el pago de una cant,idad de dineror Bu ejecución no

provoca ningrln per juicio que pueda hacer inút,il el presente
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recurso (por todos ATC 5/9/91 ya ci tado).  No obstante,  a l  esta-

bleceree un arresto sustitutorio de t,ree meses en caso de impa-

go de la multa y estar decl-arado insolvente el- condenado, es

preciso acceder tanbién a l-a suspensión de Ia misma.

Por todo lo expuesto, 1a Sala acuerda suepender Ia ejecu-

ción de Ia Sentencia de 27 de noviembre de 199L, dictada por la

Sección Primera de la Audiencia Provincial de MáIaga en el Ro-

I1o 26/9L en 1o relativo a Las penas privaLivas de l ibertad,

accesorias y muLta impuestas aI condenado Juan Lirna Ojeda y de-

negar la suspeneión en cuanto al pago de las costas procesales.

Madrid, a quince de febrero de mil novecientos noventa y

cuatro.


